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AL-DEST-IJU-173-2019 
INFORME JURÍDICO 

 
“DESAFECTACIÓN DEL USO PÚBLICO DE UN TERRENO PROPIEDAD DE 

LA MUNICIPALIDAD DEL CANTÓN DE PALMARES Y AUTORIZACIÓN 
PARA SU DONACIÓN A FAVOR DE LA ASOCIACIÓN CANTONAL 

 PRO-AYUDA A LA PERSONA CON DISCAPACIDAD DE PALMARES  
(APRADIS), PARA LA AMPLIACIÓN DE SUS INSTALACIONES” 

 
 

 
EXPEDIENTE Nº 20.982 

I. RESUMEN DEL PROYECTO DE LEY 

 
El proyecto propone la desafectación del uso público de un terreno propiedad 
de la Municipalidad del Cantón de Palmares, cuya naturaleza es “calle pública 
o jardín de recreación” y la autorizar su donación a favor de la Asociación 
Cantonal Pro Ayuda a la Persona con Discapacidad de Palmares (APRADIS), 
para la Ampliación de sus Instalaciones. 
 
Se establece, además una cláusula de reversión en caso de que la Asociación 
beneficiaria se llegue a disolver o el inmueble se destine a otro uso no 
autorizado en lo que sería la Ley.  
 
La confección de la escritura estará a cargo de la Notaria del Estado. 
Adicionalmente, la cual estará exenta del pago de todo tipo de impuestos, tasas 
o contribuciones. Por último, se autoriza a la Procuraduría General de la 
República para que corrija los defectos que señale el Registro Nacional.   

II. ASPECTOS DE FONDO 

 

2.1 Autorización Legislativa y Acuerdo Municipal 

 
Con fundamento en el Principio de Legalidad, consagrado en el artículo 11 de 
la Constitución Política y desarrollado en el mismo numeral de la Ley General 
de la Administración Pública, Nº 6227 de 2 de mayo de 1978 y sus reformas, 
los actos de la Administración deben estar debidamente regulados por norma 
escrita. 
 
Aunado a lo anterior, el artículo 13 de la Ley General de la Administración 
Pública establece que, “la Administración estará sujeta en general, a todas las 
normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, sin poder 
derogarlas ni desaplicarlas para casos concretos”. 
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La naturaleza de la autorización es de liberalización, de otorgamiento de 
permiso para que una determinada institución pueda, si así lo considera 
pertinente, adoptar el acto para el que se le ha otorgado el permiso. Por lo 
tanto, no se trata de una disposición de acatamiento obligatorio o vinculante, 
sino facultativa y que persigue llanamente la remoción de un obstáculo legal 
que imposibilita a las instituciones públicas a disponer libremente de sus 
bienes, sin una norma legal expresa que lo permita.  
 
En este caso, por tratarse de una autorización para una municipalidad, resulta 
esencial contar con un acuerdo municipal que respalde y sustente el trámite 
legislativo el cual deberá constar en el expediente donde se llevan a cabo las 
diligencias procedimentales. 
 

2.2 Naturaleza Jurídica de las Calles o Caminos Públicos y Áreas Verdes 

 
El inmueble a desafectar y donar, es un bien de dominio público cuya 
naturaleza es de calle pública o jardín de recreación.  Por consiguiente, es 
importante en primer término traer a colación los aspectos jurídicos referentes a 
las calles o caminos públicos que constituyen bienes demaniales.   
 
En relación con la regulación de las calles públicas, se remite al artículo 4 de la 
Ley de Construcciones (Ley N° 833 de 2 de noviembre de 1949 y sus reformas) 
que define la vía pública, como todo terreno de dominio público y uso común, 
que por disposición de la autoridad administrativa se destinare al libre tránsito, 
según la legislación respectiva de planificación y que de hecho esté destinado 
a ese uso público particular. 

La Ley en mención determina la inalienabilidad e imprescriptibilidad de las vías 
públicas, así como el ingreso a la esfera demanial de los terrenos que 
aparezcan destinados a este uso de vía pública, como resultado de los 
fraccionamientos o loteos (artículos 5 y 8). 
 
En la Ley General de Caminos Públicos, N° 5060 de 22 de agosto de 1972 y 
sus reformas, se establece una clasificación de los caminos públicos de 
acuerdo a su función y el órgano institucional competente de administrarlos. Así 
la Red Vial Nacional está a cargo del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes, en tanto que la Red Vial Cantonal, conformada por los caminos 
que no administra el MOPT, es administrada por las municipalidades, imbuido 
en las cuales se ubican los caminos vecinales, calles locales y caminos no 
clasificados,1 dentro de las dos categorías anteriores, como sendas y veredas. 

                                                             
1 Artículo 1 Ley N° 5060: Red Vial Cantonal: (…)  a) Caminos vecinales: Caminos públicos que suministren acceso directo a 
fincas y a otras actividades económicamente rurales; unen caseríos y poblados con la Red vial nacional, y se caracterizan por 
tener bajos volúmenes de tránsito y altas proporciones de viajes locales de corta distancia. b) Calles locales: Vías públicas 
incluidas dentro del cuadrante de un área urbana, no clasificadas como travesías urbanas de la Red vial nacional. c) Caminos 
no clasificados: Caminos públicos no clasificados dentro de las categorías descritas anteriormente, tales como caminos de 
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La Ley N° 5060 de cita, es clara al indicar en su artículo 2 que todos los 
terrenos ocupados por carreteras y caminos públicos existentes, o que se 
construyan en el futuro, son propiedad del Estado, en tanto que las 
municipalidades tienen la propiedad de las calles de su jurisdicción. 

Por su parte, la Ley de Planificación Urbana N° 4240 de 1 de noviembre de 
1968 y sus reformas, específicamente los artículos 44 y 45, disponen que el 
dominio municipal sobre las áreas de calles, plazas y jardines, parques u otros 
espacios abiertos de uso público general, se constituyen por ese mismo uso, y 
puede prescindirse de su inscripción en el Registro de la Propiedad, si consta 
en el mapa oficial; y que dichos inmuebles podrán ser transferidos a otro uso 
público, conforme a las determinaciones del Plan Regulador; más si tuviesen 
destino señalado por ley, el cambio deberá ser aprobado por la Asamblea 
Legislativa.  

También debe considerarse el numeral 53 de la Ley de anterior cita ya que, en 
el programa de renovación urbana, la facultad remodeladora permite a la 
municipalidad abrir y cerrar calles, así como rectificar su trazado. 

Tomando en cuenta lo esbozado, tratándose de bienes de naturaleza demanial, 
como lo son las calles, solo mediante ley es dable variar su destino. 
 
Por su parte, y siempre dentro de la naturaleza del inmueble a desafectar y 
donar, tenemos que la certificación registral hace alusión a calle pública o 
jardín de recreación. Bajo este último supuesto debemos señalar que 
estamos frente a lo que se conoce como zona verde para el esparcimiento de 
la comunidad. 
 
Los parques y zonas verdes, por su función y uso, constituyen una 
manifestación tangible de la obligación estatal, prevista en el artículo 50 de la 
Constitución Política, de garantizar a las y los habitantes de la República, un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 
 
Por ende, suprimir una afectación de esa naturaleza, solo sería posible si se 
garantiza una compensación similar, que cumpla esa función para los 
habitantes de la zona. 
 
En este sentido la Sala Constitucional mediante Voto Nº 4332-2000 ha 

señalado: 

“II.- En relación con la donación que se cuestiona en el amparo, que los vecinos 
accionantes estiman lesiona su derecho a disfrutar de áreas verdes para el 
esparcimiento, debe indicarse que este Tribunal ha sostenido en su reiterada 
jurisprudencia el derecho de todos a disfrutar de un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado. Este derecho fundamental (sic) se desarrolla, entre 
otros, en leyes como la de Planificación Urbana, que obliga al urbanizador al 

                                                                                                                                                                                   
herradura, sendas, veredas, que proporcionen acceso a muy pocos usuarios, quienes sufragarán los costos de mantenimiento 
y mejoramiento. 
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establecimiento de zonas que deben ser destinadas a parques y zonas verdes 
comunales(…) La sola lectura de esa norma permite arribar a la certeza de que 
el legislador, en desarrollo de la carta suprema, ha establecido la obligada 
existencia de zonas verdes y parques para el disfrute de la comunidad, de ahí 
que no podría entenderse que la construcción de lo que la Municipalidad ha 
llamado una facilidad comunal como el levantamiento de edificios que planean 
las asociaciones que se han visto favorecidas con los acuerdos que se 
cuestionan- sea compatible con aquella norma, pues esa interpretación vaciaría 
el contenido esencial del derecho de los vecinos a disfrutar de una zona verde 
de esparcimiento, lo que hace parte de la calidad de vida que la Constitución les 
garantiza. La municipalidad local no puede libremente eliminar el destino de los 
terrenos dedicados a parque, tampoco podría hacerlo el legislador –sin definir a 
cambio un espacio que compense la pérdida del área de parque–, pues ello 
convertiría (sic) en inconstitucional el acuerdo o la ley que así lo disponga, por 
irrespeto del contenido esencial del derecho de los vecinos a disfrutar de esas 
zonas de esparcimiento, que como se indicó, hacen parte de la calidad de vida 
que la Constitución les garantiza. El término ‘facilidades comunales’ no tiene la 
amplitud que se le quiere implicar. Resulta obvio para esta Sala que se refiere a 
construcciones indispensables para el disfrute comunal del bien destinado a área 
verde, parque y esparcimiento; consiguientemente, la construcción de edificios 
para servicios públicos a manera de ejemplo bibliotecas, escuelas, salones 
comunales, etc, (sic) resultan incompatibles con el destino de áreas de parque y 
zona verde que el legislador ha exigido para algunos terrenos, y, sin duda, para 
que las asociaciones interesadas puedan emprender la construcción de 
edificaciones como las que resultan de su interés, deben sufragar lo que 
involucra a todos los miembros o vecinos de la localidad que se van a beneficiar 
con el uso público y general del inmueble- el costo del mismo. La Sala no puede 
admitir que por la vía de donación o autorizaciones de construcción como las 
que se intentan, se desconozca el derecho de los vecinos accionantes a disfrutar 
del terreno que en forma íntegra pertenece a la comunidad de Cipreses como 
zona verde y parque y que la Municipalidad únicamente posee en administración 
de los intereses locales”. 

A mayor abundamiento, existen otros votos, como el número 09997-2001, que 
de forma expresa ordenó a la Municipalidad recurrida a recuperar los terrenos 
de parques y zonas verdes que había donado, para construir una 
infraestructura pública, sea, un Centro de Educación y Nutrición y Centro 
Infantil de Atención Integral (CEN-Cinai).  

Ahora bien, esta asesoría no tiene certeza del uso que se le dio al inmueble, 
sea, calle pública o jardín de recreación. Si no se utilizó para calle pública 
queda latente el otro uso, lo cual tomando en cuenta lo señalado por la Sala 
Constitucional necesariamente el proyecto de ley debe contener dentro de su 
articulado, la compensación que la Municipalidad del Cantón de Palmares debe 
realizar a la comunidad, con un terreno en las mismas condiciones del que se 

propone donar. 

2.3 Desafectación de los Bienes Públicos 
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Partiendo de que la afectación de un bien es la cualidad asignada con su 
incorporación al demanio público,  por contraparte, la desafectación implica su 
retiro o sustracción de tal destino al uso común; de manera que esencialmente 
se produce un cambio en la condición jurídica del mismo, pues éste se 
incorpora al dominio privado, ya sea del mismo Estado o sus instituciones, 
perdiendo los atributos que la demanialidad le otorgaba, tales como la 
inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. 
 
El Código Civil, Ley Nº 63, del 28 de setiembre de 1887, establece en el 
numeral 261 lo siguiente: 

“Son cosas públicas las que, por ley, están destinadas de un modo permanente 
a cualquier servicio de utilidad general, y aquellas de que todos pueden 
aprovecharse por estar integradas al uso público. 
Todas las demás cosas son privadas y objeto de propiedad particular, aunque 
pertenezcan al Estado o a los Municipios quienes, para el caso como personas 
civiles, no se diferencian de cualquier otra persona”. 

El artículo 121, inciso 14) de nuestra Constitución Política, estatuye como una 
atribución exclusiva de la Asamblea Legislativa “decretar la enajenación o la 
aplicación a usos públicos de los bienes propios de la Nación”, por lo que, al 
amparo del principio del paralelismo de las formas, la desafectación de tal uso, 
queda también comprendida como una prerrogativa netamente legislativa. 

En opinión de la Sala Constitucional: “…la afectación es la vinculación, sea por 
acto formal o no, por el que un bien público se integra al patrimonio nacional en 
virtud de su destino y de las correspondientes previsiones legales.  Ello 
conlleva, como lógica consecuencia, que solamente por ley se les puede privar 
o modificar el régimen especial que los regula, desafectándolos, lo que significa 
separarlos del fin público al que están vinculados.  Requiere de un acto 
legislativo expreso y concreto, de manera que no quede duda alguna de la 
voluntad del legislador de sacar del demanio público un bien determinado e 
individualizado, sin que sea posible una desafectación genérica, y mucho 
menos implícita…” (Sentencia N° 2000-10466 de las 10:17 horas, del 24 de 
noviembre de 2000). 

Por su parte, el numeral 69 de la Ley de Contratación Administrativa, N° 7494, 
del 2 de mayo de 1995 y sus reformas, establece como límite a la 
Administración, la enajenación de los bienes inmuebles afectos a un fin público; 
indicando que estos podrán desafectarse por el mismo procedimiento utilizado 
para establecer su actual destino, pero que en caso de no constar el 
procedimiento que llevó a la afectación, siempre será necesaria la autorización 
expresa de la Asamblea Legislativa 

III. ANÁLISIS DEL ARTICULADO 

 

Artículo 1  
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Propone desafectar del uso público el bien inmueble objeto de donación y 
propiedad de la Municipalidad del Cantón de Palmares, inscrito bajo el folio real 
matrícula N° 132630-000, cuya medida es de ochocientos nueve metros con 
dieciséis decímetros cuadrados, según el plano catastrado A-1251792-2008. 

Como apuntamos en el aparte 2.3 de este informe, es requisito esencial que el 
terreno sea desafectado de su naturaleza registral “calle pública o jardín de 
recreación” para que pueda ser donado a la Asociación beneficiaria. De ahí, 
que la norma cumple con lo requerido. 

Artículo 2 

 
Autoriza a la Municipalidad del Cantón de Palmares para que done a la 
Asociación Cantonal Pro Ayuda a la Persona con Discapacidad de Palmares 
(APRADIS), el inmueble de su propiedad haciendo el señalamiento de la 
descripción del terreno y citas registrales.  
 
Realizado el cotejo de los datos registrales contenidos en este numeral con la 
certificación emitida por el Registro Nacional (la cual se adjunta como anexo a 
este informe), se comprueba que son conformes. 
 
En otro orden, si bien no se tiene certeza por parte de esta asesoría del fin 
público que actualmente cumple el inmueble, sea, calle pública o jardín de 
recreación,  reiteramos que en el caso de que no se haya utilizado para calle, 
queda latente la posibilidad de área verde, razón por la cual aunque en este 
momento tampoco se cumpla este uso, la jurisprudencia constitucional es clara 
que la Municipalidad debe compensar el terreno que va a desafectar y donar, 
por otro que reúna las mismas condiciones para satisfacción de la comunidad. 
 
Artículo 3 

 
Dispone que el terreno será utilizado por la Asociación Cantonal Pro Ayuda a la 
Persona con discapacidad de Palmares, para la ampliación de sus actuales 
instalaciones. En caso de que dicha Asociación llegue a disolverse o el 
inmueble se destine a otro uso no autorizado en lo que sería la Ley, el bien 
donado volverá de pleno derecho a ser propiedad de la Municipalidad de 
Palmares. 
 
Sobre el particular, el Departamento de Servicios Técnicos ha sido del criterio 
de que este tipo de cláusula es improcedente atendiendo a lo dispuesto por el 
artículo artículo 1396 del Código Civil. Sin embargo, la Procuraduría General de 
la República en el oficio OJ-096-2007 del 26 de setiembre del 2007, es del 
criterio que, tratándose de bienes públicos, se constituye como una garantía 
para conservar el fin que motivó la donación. 

Bajo este supuesto, sea mantener la cláusula de reversión, nos encontramos 
frente a una limitación a la libre disposición del bien, y ante esto el proyecto de 
marras necesariamente tiene que votarse por las dos terceras partes de los 
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miembros que integran la Asamblea Legislativa, en atención al artículo 45 de la 
Constitución Política. 

Artículo 4 

 

Autoriza a la Notaria del Estado a confeccionar la escritura de traspaso y 
proceda en el Registro Nacional a la inscripción del terreno. Dicha escritura 
estará exenta del pago de todo topo de impuestos, tasas o contribuciones. 
Asimismo, se autoriza a la Procuraduría General de la República a corregir los 
defectos que señale el Registro Nacional. 
 
Sobre el contenido normativo de este artículo, es necesario observar que los 
artículos 3 inciso c) y 15 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, Nº 6815 de 27 de setiembre de 1982, ya imponen que los actos o 
contratos de los entes descentralizados deben ser formalizados por la Notaría 
del Estado. Por consiguiente, las escrituras correspondientes serían tramitadas 
conforme lo establecen los artículos citados.  Por lo expuesto, no es necesario 
incluir normas sobre esta materia. 

En cuanto a las exoneraciones contempladas en este ordinal, se remite a los 
artículos 25 de la Ley de la Procuraduría General de la República, así como al 
artículo 8 del Código Municipal2, que son claros al indicar que las instituciones 
públicas ya están exentas para este tipo de actos. Sin embargo, debe aclararse 
que dicha exoneración no abarca a los beneficiarios, razón por la cual tendrían 
que hacerse cargo de todos estos rubros en la parte que les es proporcional.  

IV. ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

 

Votación  

 

El proyecto requiere para su aprobación, de una votación de los dos tercios del 
total de los miembros que integran el Plenario Legislativo, al interponerse una 
limitación a la libre disposición del bien, en los términos establecidos por el 
artículo 45 de la Constitución Política. 
 

                                                             
2 Ley de la Procuraduría General de la República: Artículo 25.- Exenciones Fiscales: La Procuraduría General de la República 
usará papel simple en toda clase de juicios y actuaciones, y no está obligada a suplir especies fiscales ni a presentar pliegos de 
papel para ningún trámite o incidente. //Gozará de franquicia postal, radiográfica y telegráfica para el cumplimiento de sus 
deberes. Las oficinas del Estado, las instituciones u organismos descentralizados, y las empresas estatales, estarán obligadas a 
suministrar a la Procuraduría General de la República los informes y certificaciones que ésta solicite, con las copias que estime 
convenientes, para tramitar asuntos de su competencia, los que deberán extenderse en papel simple, exentos de todo tributo 
presente o futuro (*DEROGADO TÁCITAMENTE en forma parcial -respecto de futuros tributos- por artículos 50  y 55 de Ley Nº 
7293 de 31 de marzo de 1992) 
Código Municipal: Artículo 8: Concédese a las municipalidades exención de toda clase de impuestos, contribuciones, tasas y 
derechos. 
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Delegación 

 

La iniciativa NO puede ser objeto de delegación en una Comisión con Potestad 
Legislativa Plena, al encontrarse dentro de los supuestos de excepción 
contenidos en el artículo 124 constitucional, como lo son la votación calificada y 
la desafectación de usos públicos. 

Consultas 

Obligatorias 

 
 Municipalidad del Cantón de Palmares.  

Facultativas 

 
 Asociación Cantonal Pro Ayuda a la Persona con Discapacidad de 

Palmares (Apredis). 
 Procuraduría General de la República. 

V. ANTECEDENTES JURÍDICOS RELACIONADOS 

 
Leyes: 
 

 Código Municipal, Ley N° 7794, de 30 de abril de 1998 y sus reformas. 

VI. ANEXOS 

 
 Certificación de la finca del partido de Alajuela, inscrita bajo el folio real 

N° 132630-000 

 Plano Catastrado N° 2-1251792-2008. 
 Certificación de cédula jurídica de la Asociación Cantona Pro Ayuda a la 

Persona con Discapacidad de Palmares (Apradis), N° 3-002-116942. 
 Certificación de cédula jurídica de la Municipalidad del Cantón de 

Palmares   N° 3-014-040271. 

 

 

 

Elaborado por: mpa 
/*lsch// 8-8-2019 
c. archivo 
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